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Parece indudable, Dice Altamira, que durante el periodo que va del Siglo XII al XIII se determinan las particularidades originales indígenas que habían de diferenciar el espíritu del derecho civil en las cuatro regiones españolas que a este respecto cabe distinguir:
1) La castellana.

2) La Aragonesa.

3) La catalana.

4) La vasco Navarra.

El profesor Beneyto por su lado reduce los derechos medievales hispanos a solo tres grupos, el castellano leones, el catalan.valencia-balear y el vasco-navarro-aragonés.

En el derecho castellano nos hallamos con fuentes jurídicas de índole meramente local como las Leyes Leonesas o el Libro de los Fueros de Castilla y por otro lado con fuentes más generales de carácter territorial más extenso; común a León y a Castilla como es el Ordenamiento de Alcalá.
También en la zona catalana-valenciana, nos hallamos con fuentes muy locales y con otras de ámbito territorial más extenso, entre estas últimas son de citar los Usatges, constituciones, Capítulos y Actas de Cortes para Cataluña y los Fueros de la ciudad de Valencia, que aunque originariamente fueron dados por Jaime I solo para esta ciudad adquieren después carácter territorial rigiendo en todo el reino.

De idéntica forma en las legislaciones aragonesa y vasca se confunden las fuentes locales y las territoriales con ámbito más extenso, siendo de citar entre estas el Código de Huesca en Aragón, el Fuero General de Navarra y el Fuero redactado en Vizcaya.
. evolución en Castilla.

Los siglos XI al XIII tiene una doble legislación; la local dictada para los municipios y la de clase, sin embargo no ha existido legislación nobiliaria en el sentido de resultar aplicable solo a determinado tipo de personas.

En el proceso de la legislación municipal son visibles dos etapas; la primera es la constituida por Los Fueros anteriores al siglo XII que regulan especialmente las materias de derechos político (relaciones de los súbditos con el rey y con los señores), el derecho penal y el procesal. La segunda etapa se inicia a mediados del siglo XII en que los Fueros locales experimentan un gran desarrollo y regulan ya, además de las instituciones de derecho Público, todo el desarrollo civil, son los llamados "fueros extensos" (en contraposición a los de siglos anteriores "breves") de los que son ejemplo el Fuero de Cuenca que constituye el centro de una numerosas familia foral que se extiende después a toda la Península, si bien no faltan autores que ven el centro de la familia de fueros a que se alude ya en el de Teruel ya en el de Sepúlveda, considerándolos anteriores al de Cuenca.
. tendencia a la unidad.
Empieza a producirse con la extensión de los fueron locales a grandes zonas de territorial y la aspiración a la unidad se manifiesta especialmente con Fernando III que manda traducir la Ley visigótica al romance (Fuero Juzgo) dándolo como fuero municipal a varias poblaciones entre ellas Córdoba y Sevilla. La misma tendencia siguió su hijo Alfonso X que publico el fuero Real, el Especulo y las Partidas. El primero de ellos se limitó el monarca a concederlo como fuero a varias localidades, El Especulo parece ser un mero ensayo de las Partidas y estas no consta que alcanzasen fuerza legal en tiempo del Rey Sabio, siendo hasta casi un siglo después en que fueron promulgadas por Alfonso XI en el Ordenamiento de Alcalá, el cual, estableciendo por primera vez un orden de prelación de fuentes dispuso que después del Propio Ordenamiento se aplicasen los fueros municipales y el fuero Real en cuanto se probase su uso y finalmente las Partidas.
Posteriores recopilaciones de leyes son:

1) las del Ordenamiento de Montalvo.

29 Las Leyes de Toro que regularon ex novo numerosas instituciones o desarrollaron las anteriores.

3) La Nueva recopilación que no resolvió el problema de la simplificación del derecho castellano dejando subsistente la prelación de fuentes que había establecido el Ordenamiento de Alcalá.

4) La Novísima recopilación que incurrirá en el mismo defecto.

Durante el siglo XVII asistimos a una expansión del derecho castellano por todo el territorio nacional, deseo este de la unidad legislativa que se pone de manifiesto en el consejo dado por el Conde Duque de Olivares a Felipe IV: "trabajar  pensar, con consejo maduro y secreto, para reducir estos reinos de que se compone España al etilo y leyes de Castilla.".

La tendencia a la unificación legislativa culmina con Felipe V con los Decretos de Nueva Planta por los que Valencia perdió completamente su régimen jurídico y Cataluña, Mallorca y Aragón solo lograron conservar restos parciales del que poseían, y más tarde, ya en el siglo XIX con las llamadas leyes paccionadas que abolieron la autonomía legislativa de Navarra y Vascongadas aunque dejando subsistentes sus leyes civiles.
COMPETENCIA DEL ESTADO Y DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN MATERIA CIVIL.

. competencia del Estado, Art. 149-1-8.

      Dice este precepto de la constitución que el Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

"8)  Legislación civil, sin perjuicio de la conservación modificación y desarrollo por las Comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales allí¡ donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas  a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respecto en este último caso, a las normas del derecho foral o especial.".

      El T.C. en sentencia 88/1993 no ha admitido la interpretación conforme a la cual este precepto al atribuir competencias en exclusiva al estado, supone interpretado a sensu contrario que todas las restantes pueden ser reguladas por las Comunidades autónomas, rechazó la postura conforme a la cual:

"...la reserva en todo caso al Estado....de determinadas regulaciones vendría a suponer a contrario, la permisión para las comunidades autónomas de desplegar sus competencias estatutarias para el desarrollo del derecho civil, foral o especial, en todo el campo no cubierto por aquellas especificas reservas.".

. y de las Comunidades autónomas.

      La referencia que el precepto trascrito hace a la "conservación modificación y desarrollo por las Comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan." ha planteado el problema de su interpretación.

      La postura restrictiva esta representada por Lacruz, (Elementos de Derecho Civil. tomo I) quien dice:

"Las Comunidades autónomas podrán legislar sobre su Derecho foral "allí donde exista" y por tanto únicamente si existen en cada una Provisionalmente podemos considerar como territorios forales, a efectos de esta competencia legislativa, a los seis dotados de compilación, amen de Extremadura, en cuanto a la comarca donde rige el fuero de Baylio.".

      En el mismo sentido Jesús Delgado Echeverría (Los derechos civiles forales en la Constitución) quien remarca como el Anteproyecto de constitución concedía potestad legislativa en materia de Derecho Civil a todas las Comunidades autónomas tanto si en ellas estaba vigente, o lo había estado, un derecho civil foral o especial propio, como en el caso contrario. Criterio este que fue sustituido por la redacción actual.

      Frente a esta postura se alza aquella otra que considera posible la legislación autonómica allí donde en cualesquiera tiempo ha existido legislación propia, la tesis es apuntada por el propio Lacruz, quien a lo antes dicho añade:

"También cabría interpretar la fase "allí donde exista" del Art. 149 de la Constitución en el sentido de que basta, para la existencia del Derecho foral, su "vigencia pretérita", en tal caso bastaría haber tenido Derecho foral en otro tiempo: ..... La restauración de un derecho foral (civil) guipuzcoano o de un Derecho foral valenciano sería hacedera por esta vía. Acaso también, puesto a imaginar, la de un derecho foral castellano.".

. interpretación amplia del T.C..

      A esta segunda tesis se acogen dos estatutos:

* el Estatuto de la Comunidad Autónoma Valenciana de 1 de Julio de 1982 que en su Art. 31 confiere a la Generalitat competencia exclusiva en materia de "conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil valenciano".
* El de Galicia cuyo Art. 27.4 atribuye competencia a la comunidad para "la conservación, modificación y desarrollo de las instituciones de Derecho civil gallego.

      Y en ambos casos el Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pronunciarse respecto a la adecuación a la norma suprema de dos leyes que venían referidas a materias no incluidas estrictamente dentro del derecho civil de cada una de estas dos comunidades.

      En el caso de la comunidad Valenciana no existía previa compilación de derecho civil foral que legitimara aparentemente el actuar de la comunidad, sin embargo se promulgo la Ley autonómica 6/1986 de 15 de Diciembre sobre Arrendamientos Rústicos Históricos, que los regulaba previendo su prorroga indefinida as¡ como un sistema de subrogación por muerte distinto al previsto por la legislación ordinaria.

      Ello dio lugar a que se dictara la sentencia  121/1992 de 28 de Septiembre. En ella el TS admitió la competencia de la comunidad para regular aquellos arrendamientos regidos por la costumbre propia de la comunidad y declaro que la expresión del Art. 148-1-8 "Derecho foral o especial”:

"permite entender que su remisión alcanza no solo a aquellos Derechos civiles especiales que habían sido objeto de compilación al tiempo de la entrada en vigor de la Constitución, sino también a normas civiles de  ámbito regional o local y de formación consuetudinaria preexistentes a la CE, por mas que fueran aquellos Derechos ya legislado, sin duda, los que se situaron como referencia principal para el constituyente a la hora de articular, en este punto las competencias del Estado y las que pudieran ser asumidas por las Comunidades autónomas en los Estatutos respectivos. Este entendimiento amplio del precepto constitucional es el que quedó plasmado, por lo demás en el Art. 31.2 EA Comunidad Valenciana,  pues la competencia exclusiva que allí¡ se atribuye a la Generalidad en orden a la "conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil valenciano" no puede estimarse referida sino al Derecho consuetudinario que, tras la abolición de los fueros y hasta nuestros días, subsistiera en el territorio de la Comunidad Autónoma, siendo notoria la inexistencia de toda regla escrita que, antes de la Ley hoy impugnada, ordenara en dicho  ámbito cualquier instituto civil de modo especial respecto al Derecho común.

Sin perjuicio de las observaciones y matizaciones que después se harán, no es, pues dudoso que la Generalidad Valenciana ostenta competencia exclusiva para legislar sobre instituciones que hayan tenido una configuración consuetudinaria especifica en su  ámbito territorial, competencia que trae causa, como queda dicho, de lo prevenido en el citado Art. 149.1.8 CE.....".

      Se adopta pues como vemos una postura intermedia: ni existe una competencia general y absoluta para legislar sobre todo el derecho civil, ni se le niega, simplemente se limita a aquellas manifestaciones del pret‚rito derecho foral que se hayan mantenido subsistentes con la categoría de costumbre.

      Naturalmente que en la practica ello suscita el problema de determinar cuando existe o no una costumbre derivada del antiguo derecho propio, y esta dificultad es la que dio pie a uno de los dos votos particulares que contra la anterior sentencia se formulo, máxime teniendo en cuenta que la citada ley dejaba en manos de órganos administrativos el determinar cuando un arrendamiento tenia o no el carácter de histórico.

      Por otro lado se planteo también el problema de la jerarquía que la norma autónoma pudiera tener: En efecto si la norma solo puede regular costumbres preexistentes, que tienen la fuerza de tal costumbre, su recopilación en forma de ley no tiene porque alterar su jerarquía normativa y por tanto podría pensarse que su aplicación sigue siendo supletoria a la ley estatal, el TC declaro que;

"...el ejercicio de la competencia legislativa autonómica, atribuida por la CE y el Estatuto, supone una alteración sustancial en la posición de la norma en la jerarquía de fuentes, ya que la regla que, como costumbre venia rigiendo solo en defecto de ley aplicable, esto es como fuente de carácter secundaria e inoponible a los dictados del derecho común (Art. 1.3 C.Ci) al ser incorporada a la Ley Autonómica se torna en Ley especial de aplicación preferente a la legislación civil del Estado que deviene as¡, y en ese momento, Derecho supletorio (Art. 13.2 CC).... Mediante el ejercicio de la competencia legislativa autonómica el anterior Derecho consuetudinaria especial valenciano cambia pues de naturaleza, adquiriendo sus normas la condición de Derecho legislado de aplicación preferente, en su  ámbito propio, respecto del Derecho civil común.".

      El voto particular del magistrado De la Vega supone una fuerte critica a la postura adoptada al preguntarse si la competencia autonómica;

"alcanza o puede llegar a recrear o resucitar una figura contractual (el arrendamiento histórico) dándola previamente por probada, o bien -como se hace en la Ley- dejando su prueba a la autoridad gubernativa. ¿No supondría ello la posibilidad de establecer por vía indirecta (circumventio) un Derecho civil inexistente e incluso la de legalizar costumbres contra legem.".

      El segundo de los supuestos en que el TC se ha pronunciado al respecto, verso también sobre un supuesto de arrendamientos rústicos. La Comunidad Autónoma Gallega, cuya Compilación para nada regula este tipo de contratos, promulgo la ley 2/1986 cuyo único articulo se limitaba a prorrogar el plazo de vigencia de la disposición transitoria 1 de la Ley estatal de Arrendamientos Urbanos de 1980, con lo que se evitaba que se  extinguieran los arrendamientos "históricos" regulados por la costumbre gallega, a la espera de que una Ley autonomía los regulara definitivamente.

      La Sentencia, dictada con la identificación 182/1992 de 16 de Noviembre, declaro, siguiendo la línea ya marcada anteriormente:

"Siendo cierto que la vigente Compilación del Derecho civil de Galicia no contiene regla alguna, directa y expresa, sobre el arrendamiento rústico, no lo es menos (como consideración de principio) que la competencia autonómica para la "conservación, modificación y desarrollo" del propio Derecho civil puede dar lugar, según ya dijimos en la reciente STC 121/1992 (FJ 2º) a una recepción y formalización legislativa de costumbres y sus efectivamente vigentes en el respectivo territorio autonómica, eventualidad esta última que resulta aun mas clara visto el enunciado del referido Art. 27.4 EA Galicia, pues en la idea de "institución" jurídica, presente en tal precepto, se integran o pueden integrar, con naturalidad, posibles normas consuetudinarias.".

. extensión material de las competencias.

      No ofrece dudas la interpretación de las expresiones "conservación y modificación", no as¡ la de "desarrollo" expresión bajo la cual habría que pensar si se incluye o no la posibilidad de legislar sobre materias civiles que al aprobarse la Constitución no se incluían en las Compilaciones.

     Pedro de Aymerich (supra Pág. 756) se pronuncia en sentido negativo;

"El derecho foral, particular y, en cuanto supone la inaplicación del derecho común, excepcional y especial, carece de la eficacia expansiva propia de este; por consiguiente el "desarrollo", a que la Constitución se refiere, no puede suponer su extensión a instituciones ajenas, que, por ello, ya han quedado sometidas al Derecho general, sino exclusivamente al complemento de la regulación de instituciones forales propias.".

      Y también en este sentido Carlos Lasarte (Autonomías y Derecho privado en la Constitución Española. Edit Civitas Pág. 109). La tesis contraria la defiende Encarna Roca (El Derecho civil catalán en la Constitución de 1978).

      La postura adoptada por el T.C. ha sido la de admitir la extensión del derecho foral a aquellas materias que denomina "conexas" con el derecho civil ya regulado por la propia compilación. Esta tesis de las "materias conexas esta recogida en las sentencias 88/1993 de 12 de Marzo y 156/1993 de 6 de Mayo conforme a la primera de las cuales la expresión "desarrollo" utilizada por la norma constitucional permite:

"...una ordenación legislativa de  ámbitos hasta entonces no normados por aquel derecho (el de la Comunidad Autónoma), pues lo contrario llevaría a la inadmisible identificación de tal concepto con el mas restringido de modificación...".

      Y la sentencia 156/1993 permite que:

"...los derechos civiles especiales o forales preexistentes puedan ser objeto de una acción legislativa que haga posible su crecimiento orgánico, reconociendo as¡ la norma fundamental no solo la historicidad y la actual vigencia, sino también la vitalidad hacia el futuro de tales ordenamientos...."..... as¡ como..."...una ordenación legislativa de  ámbitos hasta entonces no normados por aquellos derechos..."......y declara que..."esta competencia no queda rígidamente vinculada al contenido actual de las Compilaciones o de otras normas de los ordenamientos civiles o especiales...", por lo que es factible que las C.A. "..regulen las instituciones conexas con las ya reguladas en la compilación dentro de una actualización o innovación de los contenidos de esta según los principios informadores peculiares del derecho foral.".

.  ámbito territorial de las C.A. en esta materia.

     El  ámbito de las compilaciones no se extiende en muchos casos por todo el territorio de su respectiva comunidad Autónoma ( as¡ el caso de la Compilación de Álava y Vizcaya o el del Fuero de Baylio ), en estos casos es dudoso que la respectiva comunidad autónoma tenga competencia para extender el  ámbito de aplicación del derecho civil a limites mas extensos que aquellos en los que rija.

     Por la postura negativa se inclina Pedro de Elizalde y Aymerich en su articulo Prelación de normas civiles en el sistema de fuentes de las Comunidades autónomas (La Constitución Española y las fuentes del Derecho. V II. Instituto de Estudios Fiscales. 1979).

     El Estatuto Vasco prevé el problema atribuyendo competencia a la comunidad autónoma en derecho civil para " la fijación del  ámbito territorial de su vigencia" .

     Por lo demás el Estado se reserva la competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

. aplicación y eficacia de las normas.

      Esta materia viene atribuida en exclusiva por la Constitución al estado y ha sido objeto de estudio por las sentencias del TC 14/1986, 83/1986 y 37/1987. Concretamente la materia se regula hoy en los Cap. II y III del Libro I) del código Civil bajo las rubricas de "aplicación de las normas jurídicas" (Art. 3 a 5) y "Eficacia general de las normas jurídicas (Art. 6 y 7).

     Nótese sin embargo que entre los citados preceptos hay algunos cuya materia se encuentra regulada por algunas Compilaciones; tal ocurre por ejemplo cuando la Compilación Navarra da normas para su interpretación, esto no supone que tales normas hayan perdido su vigencia pues las Comunidades autónomas tienen competencia en materia de regulación de fuentes (regla 8ª in fine) y bajo tal expresión hay que entender comprendidas las normas sobre interpretación de tales fuentes, normas que por otro lado se aplicaran no solo a las leyes autonómicas sino también a las leyes estatales cuando hayan de aplicarse en el territorio foral.

      Es discutible si tienen capacidad para regular las Fuentes del derecho aquellas C-A cuya compilación nada prevea al respecto. Carlos Lasarte (op citada Pág. 141) dice que:

"respecto de las fuentes del derecho (la competencia) ha de entenderse limitada a aquellos sistemas forales que, en la actualidad, tiene normas propias sobre el particular.".

      En contra Diez Picazo (Constitución y fuentes del Derecho. REDA nº 21, Abril-Junio de 1979 Pág. 193) al decir;

"no vemos tampoco inconveniente constitucional para que los demás Derechos forales ahora existentes, aun sin propio sistema de fuentes en estos momentos, lo creen en lo sucesivo.".

Y de idéntica opinión es Encarna Roca.

. relaciones jurídico civiles relativas a las formas de matrimonio.

     Entendiendo la totalidad de la doctrina que la regla 8ª abarca no solo a las formas de matrimonio sino también a las causas de su disolución.
     En general los autores se inclinan por diferenciar entre unos efectos jurídico civiles del matrimonio y unas relaciones jurídico-patrimoniales derivadas de este, diciendo que solo las materias comprendidas en este segundo grupo son competencia autonómica.

. ordenación de los Registros e instrumentos públicos.

     Punto ese que ha dado lugar a varias sentencias del T.C., concretamente a la 71/1983, 76/1983, 82/1984, 157/1985, 154/1988, 87/1989, 56/1990 y 120/1992. 

      Las de 22 de Julio de 1983 y 7 de Mayo de 1984 reconocen expresamente  la competencia del Estado para proceder al nombramiento de Notarios y Registradores de la Propiedad.

     La redacción ha llevado a sostener a Lasarte que la materia propia de la Ley Hipotecaria corresponde al Estado, mientras que por el contrario Encarna Roca mantiene para las Comunidades autónomas la posibilidad de crear o suprimir derechos reales de garantía, siempre que la compilación correspondiente ya contenga derechos de este tipo o al menos institutos cuya transformación pueda desembocar en tales derechos. Y dice (en opinión que compartimos) que la expresión constitucional;

"se refiere exclusivamente a la organización de la fe publica en el territorio español, pero no a la regulación de determinados tipos de derechos reales, como son las hipotecas, en cuyo caso, y a diferencia de lo que ocurría en la Constitución de 1931, podrán corresponder a las Comunidades autónomas la creación o supresión de determinados tipos de derechos reales de garantía, siempre que se ajusten a las condiciones de publicidad que, a través de la organización de los Registros, establezca el Estado.".

. las bases de las obligaciones contractuales.

     Es difícil determinar lo que la Constitución califica como bases de las obligaciones, máxime teniendo en cuenta como dice Encarna Roca que;

"todos los regímenes civiles nacionales tiene sus normas en materia de obligaciones y contratos, algunas veces reveladoras de la existencia de principios distintos en esta materia.".

      Pedro de Elizalde (op. citada Pág. 765) realiza una enumeración;

"Los principios básicos antes aludidos de carácter civil, se reflejan en la actualidad en los siguientes artículos del código; 1089 (fuentes de las obligaciones, 1.091 (los contratos como fuente de obligaciones) y los tres primeros capítulos del titulo II libro IV (arts 1.254 a 1.280, que regulan las disposiciones generales, requisitos y efectos de los contratos), exceptuando los artículos 1.257 párrafo 2§ (estipulaciones a favor de tercero), 1.262, párrafo 2º (aceptación por carta) y 1.271, párrafo 2º (prohibición de los contratos sucesorios), que por su especificidad no pueden considerarse bases de la contratación.".

     No consideramos correcta la postura de J Delgado (Los derechos civiles forales en la Constitución), también apoyada por Carlos Lasarte (op citada Pág. 136) de que el precepto obligue a;

"interpretar restrictivamente la competencia legislativa regional en materia de Derecho de obligaciones y de contratos en general, en las que no podría irse más lejos de lo que hoy es Derecho foral vigente.".

      La competencia exclusiva del estado para regular las bases de las obligaciones contractuales ha sido estudiada en la sentencias del TC 71/1982, 88/1986 y 264/1993.

. normas para resolver los conflictos de leyes.

     Las normas de conflicto que existen en alguna Compilación, relacionadas con el Derecho interregional deben seguir considerándose vigentes: la Constitución se limita a privar a las Comunidades autónomas de competencia para modificarlas o sustituirlas por otras (Delgado Echeverría. Los Derechos civiles forales en la Constitución Pág. 344).

     En materia de conflicto de leyes el TC en sentencia 72/83 de 29 de Julio declaro inconstitucional la disposición final 1ª de la Ley de Cooperativas del País Vasco a cuyo tenor; "La presente ley se aplicara a todas las cooperativas con domicilio en la Comunidad Autónoma del País Vasco, con independencia de su  ámbito territorial de actuación" y se inclino por esta postura porque; la disposición impugnada;

"contendría una norma de solución de conflicto con otras leyes (prevalencia de la Ley impugnada en función del criterio del domicilio), cuando es lo cierto que la competencia de dictar normas para resolver los conflictos de Leyes se halla reservado al Estado con carácter exclusivo por el artículo 149.1.8 de la Constitución, según hemos ya señalado.".

      Posteriormente estudiaron la materia, las sentencias, también del T.C 48/1988 y 35/1992.
SISTEMA DE FUENTES DE LOS TERRITORIOS CON DERECHO CIVIL ESPECIAL. BREVE EXAMEN DE LA ESTRUCTURA Y CONTENIDO DE LAS COMPILACIONES.

VIZCAYA Y ÁLAVA.

. fuentes.

       Rige la compilación de 30 de Julio de 1959 que lleva el título de compilación de Derecho Civil Foral de Vizcaya y Álava y consta de dos libros. El primero de ellos que abarca hasta el Art. 59 resulta de aplicación a Vizcaya y el segundo que abarca hasta el Art. 63 a Álava. Termina con dos disposiciones finales y tres transitorias.

       A las fuentes se refiere la disposición final segunda cuando dice;

"En lo no previsto en esta Ley, y en tanto no se opongan a ella, se aplicar n directamente en el Infanzonado de Vizcaya y en el territorio foral de Álava el Código civil y las Leyes que éste declara vigentes.".

. ámbito territorial en Vizcaya.

       El libro I lleva por titulo; "De las disposiciones aplicables en Vizcaya" y su título Primero regula su ámbito territorial en aquella provincia bajo la denominación; "De la aplicación territorial del Derecho civil de Vizcaya".

Dedicándose en lo que aquí importe tres preceptos al ámbito territorial, el Art. 2;

"Con la denominación de Infanzonado o tierra llana de Vizcaya se designa todo el territorio que comprende la actual provincia de Vizcaya, excepción hecha de las doce villas de Bermeo, Durango, Ermua, Guernica y Luno, Lanestosa, Lequeitio, Marquina, Ochandiano, Ondarroa, Portugalete, Plencia y Valmaseda, la ciudad de Orduña y todo el término municipal de Bilbao.
Este territorio exceptuado se regirá por el código Civil.".

Art. 3;

"En la denominación de villa, respecto de las doce no aforadas enumeradas en el artículo anterior, se comprende todo el territorio incluido en el perímetro actual o futuro de sus respectivos núcleos urbanos.

Las heredades y tierras inmediatamente contiguas a los núcleos urbanos de las doce villas no aforadas se presumirán anexas a los mismos por subordinación o destino y estarán regidas, por tanto, por el código civil, salvo que, constituyendo pertenecidos de un caserío, respondan a la unidad de explotación agrícola del mismo.
También se presumirán anejos al núcleo urbano de las doce villas no aforadas y regidos por el código Civil;

a) las construcciones y espacios de terreno enclavados en su término municipal, cuando estén destinados a una explotación industrial, a usos o actividades distintas de las meramente agrícolas o no constituyan pertenecidos de un caserío.
b) Los espacios de terrenos enclavados en su término municipal afectados por planes de urbanización oficialmente aprobados, con arreglo a la actual o futura legislación sobre el suelo.

Las precedentes reglas se aplicaran también a la ciudad de Orduña.".

y por Último el Art. 4 dice;

"Las modificaciones administrativas en los limites de los términos municipales de Vizcaya no alteraran el Derecho civil aplicable a los territorios afectados.".

. Álava.

En Álava rige el Derecho común, salvo lo dispuesto para LLodio Aramayona y Ayala. Respecto a las dos primeras poblaciones dice el Art. 6o que:

"Rige también en los términos municipales de LLodio y Aramayona el libro I, excepción hecha de los artículos 1º, 2º y 3º del título I.".

Y respecto a Ayala la compilación da tres preceptos, Art. 61;

"La tierra de Ayala comprende los cuatro términos municipales de Ayala, amurrio, Lezama y Oquendo, y los pueblos de Mendieta, Retes de Tudela, Santa Coloma y Sojoguti, del término municipal de Arceniega, pero no esta villa y caserío de su término.".
Art. 62;

"Los Ayalenses pueden, conforme a su fuero de Ayala, disponer con absoluta libertad de todos sus bienes o parte de ellos, por testamento, manda o donación, a título universal o singular, siempre que aparten a sus herederos legales con poco o mucho como quisieren o por bien tuvieren.

Se entiende por herederos legales quienes lo sean forzosos según el Código Civil.".

Art. 63;

"El heredero legal no instituido o no apartado expresamente con algo podrá  reclamar su legítima, pero la institución de herederos y demás disposiciones testamentarias solo se anularán en cuanto perjudiquen a dicha legitima, entendiéndose por tal la denominada legítima larga.".

En general podemos decir que el ámbito territorial de la compilación hace en ocasiones extremadamente difícil decidir la legislación a aplicar, máxime teniendo en cuenta que en ocasiones será necesario aplicar el derecho anterior a la compilación, de ámbito territorial todavía mas dudoso, buen ejemplo de ello seria la Sentencia del Ts de 15 de octubre de 1990 que necesita remontarse a leyes de 1861 y de 1870 para decidir si una calle de Bilbao esta incluida en tierra foral (tierra del infanzonado o tierra llana) o por el contrario era territorio aforado.
BALEARES.

. fuentes.

      La compilación de Derecho Civil de Baleares de 19 de Abril de 1961, prevé en su articulo 1 que:

"El Derecho Civil de las islas Baleares regirá con preferencia al código civil y demás leyes estatales, de conformidad con lo establecido en la Constitución y en el Estatuto de Autonomía, sin perjuicio de las normas de carácter civil que, según la propia Constitución sean de aplicación directa y general.
El Derecho Civil de Baleares se interpretará e integrara tomando en consideración los principios generales que le informan, así como las leyes, costumbres, jurisprudencia y doctrina que encarnan la tradición jurídica de las islas.

En defecto de ley y costumbre del Derecho Balear se aplicar  supletoriamente el código Civil y demás leyes civiles estatales cuando sus normas no se opongan a los principios de su ordenamiento jurídico.".

      Aclarando la disposición final II de la compilación que las remisiones que la misma hace al código Civil se entienden hechas a la redacción vigente en Agosto de 1990.

. estructura y ámbito.

   La compilación se divide en un Título Preliminar y tres Libros:

   El Libro I contiene las normas aplicables a la isla de Mallorca, ocupándose en tres títulos de: a) El Régimen económico conyugal, b) Las sucesiones y c) Los derechos reales.

   El Libro II se aplica a Menorca acogiendo como nota particular la llamada sociedad rural menorquina.

   El Libro III se aplica a Ibiza y Formentera con la misma estructura en cuanto a títulos que la isla de Mallorca.

   El Art. 2 de la Compilación dispone que:

"Las normas del Derecho Civil de Baleares tendrán eficacia en el territorio de la Comunidad Autónoma. Se exceptúan los casos en que, conforme al Derecho interregional o internacional Privado, deban aplicarse otras normas.

La vecindad y los conflictos interinsulares de normas se regularan por el código Civil y demás disposiciones de aplicación general.".

      La sentencia del Tc de 6 de Mayo de 1993 ha declarado inconstitucional un párrafo incluido en este articulo segundo en cuya virtud tras señalar el precepto que las normas tiene eficacia en aquella comunidad autónoma se añadía "y serán de aplicación a quienes residan en él sin necesidad de probar su vecindad civil.".

CATALUÑA.

------------------------------------------------------

. arts 1 y 2.

. otras leyes.

------------------------------------------------------

. arts 1 y 2.

      La compilación dedica su título preliminar a la aplicación del derecho civil de Cataluña, estableciendo en su Art. 1 que:

"De conformidad con lo establecido en la Constitución y el Estatuto de autonomía, las disposiciones del Derecho Civil de Cataluña regir n con preferencia al Código civil y a las restantes disposiciones de igual aplicación general.

Para interpretar e integrar esta compilación y las restantes normas se tomaran en consideración las leyes, las costumbres, la jurisprudencia y la doctrina que constituye la tradición jurídica catalana, de acuerdo con los principios generales que inspiran el ordenamiento jurídico de Cataluña.".

  El Art. 2, mantiene un criterio mas que parco con los derechos locales, declarando que;

"El derecho local, escrito o consuetudinario peculiar de algunas poblaciones o comarcas, tales como Barcelona, Tortosa y sus términos, Camp de Tarragona, Obispado de Girona, Vall d' Aran, Pallars Sobira y Conca de Tremp, se observar  en el mismo territorio que desde antiguo aquellas comprendidas, en la parte que esta compilación lo recoja o se remita a Él.".
      Y decimos parco puesto que si se recoge en la compilación, deja de ser simple derecho consuetudinario y se convierte en norma legal (asÍ ha ocurrido con la única especialidad del Pallars Sobira y Conca de Tremp; las capitulaciones matrimoniales en que ambos cónyuges sentaban las bases para su sucesión, que hoy viene regulada para toda la comunidad autónoma) y si no se recoge solo regir n cuando la compilación se remita a Él.

      La compilación se estructura amen del título preliminar, en un libro I, relativo a la Familia, un libro II, hoy con contenido vacío al haber sido sustituidas sus normas por la Ley 40/1991 que aprueba el Código de sucesiones por Causa de Muerte en el Derecho Civil de Cataluña, un libro III dedicado a los derechos reales y un IV a las Obligaciones, Contratos y Prescripción.

. otras leyes.

      El Ordenamiento Civil Catalán se ve completado por numerosas normas entre las que citaremos;

* La de 9 de Julio de 1990, que regula la acción negatoria, inmisiones, servidumbres y relaciones de vecindad.

* La de 16 de Marzo de 1990 de censos.

* La de 29 de Noviembre de 1991 sobre garantías posesorias de cosa muebles.

            * La de 30 de Diciembre de 1991 sobre tutela e instituciones tutelares.
GALICIA.

Sancionada el 2 de Diciembre de 1963 lleva por título "compilación de Derecho civil Especial de Galicia" y consta de 93 artículos agrupados en un título Preliminar y 5 títulos, seguidos de 3 disposiciones finales, 1 adicional y 5 transitorias.

Rige en todo el territorio del Tribunal Superior de La Coruña y las disposiciones de los títulos I y II (Foros y Compañía Familiar gallega) se aplican también en aquellas comarcas de las provincias limítrofes de Oviedo León y Zamora donde e acredite la existencia y el uso de tales instituciones.

Las disposiciones de la Compilación se declaran preferentes a la normativa del Código Civil y se toma en consideración para interpretarlas la tradición jurídica gallega, encarnada en las antiguas Leyes, costumbres y doctrinas de que deriva la compilación.

El título preliminar viene dedicado a regular el ámbito de aplicación y la jerarquía normativa a los que hemos aludido.

El título I se refiere a los Foros, subforos y otros gravámenes de análoga naturaleza disponiendo su extinción como algo anacrónico y contrario al derecho agrícola. Al tratarse de disposiciones transitorias no tendrían que haberse incluido entre el articulado de la compilación.
El título II se refiere a la Compañía familiar gallega, institución que no resuelve los problemas de la pequeña explotación agrícola.

El título III abarca a la aparcería en general, a la del lugar acasarado y a la forestal y ganadera.

El título IV comprende la institución más importante sin duda como es la Mejora de labrar y poseer que tiene como fin la conservación post mortem de la pequeña explotación familiar campesina, la casa petrucial o el lugar acasarado. Con la particularidad de que se facilita la institución de la mejora.

Por fin el título V se refiere a las formas especiales de comunidad.

ARAGÓN.

De 8 de Abril de 1967, profundamente reformada por el Parlamento Autónomo mediante Ley de 21 de mayo de 1985, se la denomina "Compilación de derecho civil de Aragón" y se halla dividida en un título preliminar y cuatro libros a los que se añade una disposición derogatoria y doce transitorias.
En cuanto a las fuentes rige con preferencia al Código civil la propia compilación integrada por la costumbre y los principios generales en los que tradicionalmente se inspira su ordenamiento jurídico.
Conforme al artículo 2 la costumbre tendrá fuerza de obligar cuando no sea contraria a las normas imperativas o prohibitivas aplicables en Aragón.

Y el artículo 3 sienta que conforme al principio "standum est chartae" se estará en juicio y fuera de él a la voluntad de los otorgantes expresada en pactos o disposiciones, siempre que no resulte de imposible cumplimiento o sea contraria a norma imperativa aplicable en Aragón.
En cuanto al ámbito territorial no se plantea problema alguno y rige en toda la Comunidad Autónoma Aragonesa.

Se ocupan sus cuatro libros de:

1) Los derechos de la persona y la familia.

2) El derecho de sucesión por causa de muerte.

3) El derecho de bienes.

4) El derecho de obligaciones.

. instituciones.

Y de entre sus instituciones destacaremos:

1) La Junta de Parientes incorporada al derecho aragonés desde el consuetudinario.

2) La comunidad de bienes y adquisiciones.

3) La comunidad conyugal continuada sobre todo al imponerse su obligatoriedad cuando los principales ingresos de la familia provengan de explotaciones agrícolas, ganaderas o industriales o si se hubiera pactada en capitulaciones o dispuesto en testamento mancomunado, o cuando existiera algún menor entre los descendientes que sucedan en la explotación.

4) El derecho de viudedad que se extiende a los bienes muebles al considerarse universal salvo pacto en contrario.

5) Algunas instituciones de derecho sucesorio como el testamento mancomunado, la legítima colectiva a favor de los descendientes y la sucesión troncal en la sucesión intestada.

NAVARRA.
Careciendo de competencia para modificar el derecho positivo navarro tanto las Cortes Españolas como la Diputación provincial en virtud de la Ley Paccionada de 1941, fue designada una Comisión mixta en la que se integraron representantes de la diputación foral y de la Comisión General de codificación que a través del Ministerio de Justicia elevó a la Jefatura del Estado el 1 de Marzo de 1973 la norma hoy vigente.

Se denomina "compilación de Derecho Privado Foral o Fuero Nuevo de Navarra y en lugar de estar dividido en artículos lo esta en leyes siguiendo la tradición de la técnica Navarra. Consta de 596 leyes agrupadas en un título preliminar y tres libros seguidos de dos disposiciones finales y 5 transitorias.

En el título preliminar caracterizado por su enorme extensión se regulan las fuentes estableciendo que regirán por este orden; la costumbre, la Compilación, que ha de ser interpretada e integrada de acuerdo con la tradición Navarra, los principios general del derecho navarro y en cuarto y último lugar el derecho supletorio constituido por el Código civil y las leyes Generales, admitiéndose la analogía antes del derecho supletorio, el cual no se aplicara a supuestos distintos de los expresamente previstos.
. libro I.

El libro I "De las personas y familia", salvo a matrimonio y nacionalidad se refiere a todas las materias del derecho de familia, permitiendo ampliamente contratos y donaciones entre los cónyuges así como capitulaciones matrimoniales.
. libro II.

El libro II abarca "Donaciones y sucesiones". Esta presidido por el principio de libertad de tetar y se permite gran variedad de pactos sucesorios y testamentos de hermandad, rigiéndose todo ello por el principio de troncalidad que se manifiesta en las  reservas y en la reversión de bienes.

. Libro III.

Es el más amplio y trata de los derechos reales y obligaciones. Por ultimo si bien la compilación prevé su modificación en el marco del necesario convenio previo con la Diputación foral y con el informe previo de la comisión compiladora de la Diputación foral, esta materia ha sido totalmente modificada por el Estatuto de Autonomía Navarro de 10 de Agosto de 1982 cuyo artículo 48 sienta que la "conservación, modificación y desarrollo de la vigente compilación del Derecho civil o Fuero Nuevo de Navarra se llevara a cabo en su caso mediante ley foral.".


APLICACIÓN DE DERECHO COMÚN.

-------------------------------------------------------

. Art. 13.

. ¿Que es derecho común.?.

-------------------------------------------------------

. Art. 13.

    Dice el Art. 13 del C ci que:

"Las disposiciones de este título preliminar en cuanto determinan los efectos de las leyes y las reglas generales para su aplicación, así como las del título IV del libro I, con excepción de las normas de este último relativas al régimen económico matrimonial, tendrán aplicación general y directa en toda España.

En lo demás y con pleno respecto a los derechos especiales o forales de las provincias o territorios en que este vigentes, regirá  el código civil como derecho supletorio en defecto del que lo sea en cada una de aquellas según sus normas especiales.".

    Y el Art. 14 se inicia diciendo que;

"La sujeción al derecho civil común o al especial o foral se determina por la vecindad civil.".

. ¿Que es derecho común.?

    El TS ha estudiado el  ámbito de aplicación del derecho común especialmente en la conocida sentencia de 28 de Junio de 1968;

    Se trataba de una mujer catalana que salió avalista de su marido, pese a prohibirlo entonces el Art. 322 de la Compilación catalana. Demandada la esposa, alego la nulidad de dicho aval en base al citado precepto; el acreedor se opuso manifestando que la compilación no se aplicaba en la esfera mercantil, pues el código de comercio solo se remite, para determinar la capacidad de los contratantes, al código civil y no a las compilaciones (Art. 50). El TS resolvió en favor de aplicar el Art. 322 de la compilación alegando la existencia de una doble remisión.
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